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El presente articulo, propone el  ejercicio de la veeduría ciudadana como un 
mecanismo de participación destinado a ejercer, desde la ciudadanía, el control 
del uso de los bienes públicos; su objetivo es el de promover la relación entre los 
ciudadanos y las organizaciones de la sociedad civil con el estado, como proceso 
para difundir con mayor amplitud los fundamentos y la importancia de la veeduría 
ciudadana. 
Vigilar y ejercer control contribuye al fortalecimiento de la democracia, abre 
espacios a temas prioritarios de las comunidades y dinamiza las relaciones entre 
los ciudadanos y el Estado, en ese sentido es pertinente desde todo punto el 
abordaje teórico de este tema, el cual sirve de referente para comprender la 
dinámica y complejidad del control social en Colombia. 
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 ABSTRACT  
This article proposes the exercise of citizen oversight as a mechanism intended to 
exercise participation, from citizenship, control the use of public property and its 
objective is to promote the relationship between citizens and society organizations 
civil state, as a process to disseminate more widely the basics and the importance 
of citizen oversight. 
Monitor and exercise control contributes to the strengthening of democracy, open 
spaces priority issues and energizes community relations between citizens and the 
state in this regard is relevant in every respect the theoretical approach of this 
topic, which serves as a reference to understand the dynamics and complexity of 
social control in Colombia. 
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INTRODUCCION 
Este documento tiene por objeto ilustrar el ejercicio del control social de la gestión 
pública a partir del ejercicio de las veedurías ciudadanas como mecanismos de 
participación ciudadana; se trata de contribuir a profundizar al interior de las 
instituciones públicas y sociales, así como de toda la ciudadanía en general, 
valores, actitudes, mejores prácticas e indicadores que permitan consolidar la 
democracia y la vigencia de los derechos humanos, así como la valoración social 
sobre los avances y desafíos en materia de participación ciudadana.  
El ser humano y la realización de su dignidad constituyen el centro de sus 
derechos como ciudadano, de la democracia y del desarrollo humano, este ultimo 
a su vez es un proceso para lograr que las personas alcancen la plena realización 
de sus facultades tanto físicas como emocionales y vocacionales en el curso de su 
vida, cuando el desarrollo humano y la ciudadanía progresan juntos, se refuerzan 
 mutuamente, aumentando las capacidades de las personas y protegiendo sus 
derechos fundamentales y sus libertades y como resultado se profundiza la 
democracia.  
La importancia del control social radica  en los beneficios del desarrollo a todas las 
personas y dan legitimidad legal y moral, así como un sentido de justicia social a 
los objetivos del desarrollo humano y la participación ciudadana; esta perspectiva 
dirige la atención al establecimiento de los objetivos del desarrollo, a los derechos 
y necesidades de los miembros más privados y excluidos de la sociedad, 
especialmente donde las privaciones son resultado de la discriminación; la 
participación  ciudadana es el pilar fundamental para garantizar la eficiencia del  
control social en el cumplimiento de su objetivo principal que es la adecuada 
utilización de los recursos del Estado. 
Frente a lo expuesto, es necesario ejercer la vigilancia y control de los proyectos 
ejecutados por la administración  a través de un acercamiento directo entre las 
entidades públicas y la ciudadanía en general dando a conocer irregularidades 
que pudieren presentarse en la ejecución de los proyectos, para esto, es 
necesario determinar el grado de conocimiento de la ciudadanía en general de 
cada uno de los Instrumentos de participación ciudadana y además conocer cuál 
es el nivel de participación en la ciudad, siendo esta la manera más acorde de 
establecer lineamientos para asegurar que los funcionarios cumplan con su 
responsabilidad y de esa forma se evite  el  mal manejo de los recursos del Estado 
y situaciones de corrupción.  
El presente documento introduce el tema de las veedurías ciudadanas y su 
importancia como mecanismo de control social, evaluando su impacto a nivel de la 
gestión publica y señalando algunos elementos que cuestionan la realidad y la 
importancia de las veedurias en entorno de la política nacional como estrategia del 
estado frente a los fenómenos que desangran nuestra realidad social. 
 
 1. UN ACERCAMIENTO AL TERMINO  VEEDURIAS CIUDADANAS 
 
El presente acápite constituye un acercamiento al tema de las veedurías 
ciudadanas, que como mecanismos de vigilancia y control constituyen una 
cuestión circunstancial de estudio;  en la actualidad hemos visto como fenómenos 
de tipo social y político, asociados al gobierno y su ejercicio demandan mayores 
niveles de control y supervisión sobre todo en lo que concierne a las garantías en 
la asignación y manejo de recursos de inversión; frente a estos sucesos las 
veedurías constituyen  el arte de construir y transformar en equipo el camino del 
ejercicio libre de la vigilancia ciudadana sobre la gestión pública, al mismo tiempo 
que como ejercicio de garantía; ejercerla es un derecho y un deber de todos los 
ciudadanos, para intervenir, defender y cambiar lo público cuando es necesario 
para el bien común.  
Vigilar y ejercer control contribuye al fortalecimiento de la democracia, abre 
espacios a temas prioritarios de las comunidades y dinamiza las relaciones entre 
los ciudadanos y el Estado, en ese sentido es pertinente desde todo punto el 
abordaje teórico de este tema, el cual sirve de referente para comprender la 
dinámica y complejidad del control social en Colombia. 
De acuerdo con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, se entiende por 
veeduría, las asociaciones de ciudadanos que desde su comunidad se unen para 
ejercer el derecho a la participación individual o colectivamente para vigilar y 
controlar la gestión pública, así como los resultados de esta gestión, buscando 
proteger el interés público mediante la participación, la investigación, el estudio, la 
denuncia y las recomendaciones constructivas respecto a los recursos públicos.  
En el sentido de lo expuesto, el principio fundamental de las veedurías radica en el 
ejercicio de la ciudadanía y en el papel del ciudadano como veedor de los 
procesos asociados a lo público, frente al primer referente se entiende la condición 
de ciudadano en términos de una dimensión político-jurídica que se aplica a toda 
 aquella persona que, como mayor de edad, tiene deberes para con sus 
compañeros ciudadanos así como también derechos; implica también la 
convivencia en comunidad con otros ciudadanos, los cuales en conjunto 
conforman un determinado tipo de sociedad que, para organizarse debe estar 
ordenada jurídica y políticamente. (Lizcano, 2010) 
Frente a lo argumentado, en el ejercicio de la ciudadanía las veedurías pueden ser 
consideradas un deber en el sentido de lo público, en tanto mecanismos de 
participación garantizan la protección del interés público al mismo que como 
derecho en el sentido de la participación y promoción de otros derechos, 
promueven la vigilancia y el control de lo público. 
En relación al último termino, lo público en palabras de (Barbieri, 1996); se puede 
definir como el espacio de conocimiento y reflexión de la sociedad sobre sí misma 
y de las propuestas y acciones colectivas que tienden a mantener o alterar el 
estado de cosas vigentes en la sociedad, o en sectores particulares de la misma; 
por su parte (Betancourt, 2006), define lo publico como todo lo que administra la 
Nación, Departamento, el Municipio y sus entidades descentralizadas y que debe 
ser vigilado. 
En el sentido de cualquiera de las dos definiciones anteriores, las veedurías 
constituyen una articulación entre lo publico y lo privado visto este ultimo desde el 
ejercicio de la ciudadanía, como articulación su esquema se construye en tanto 
espacio de conocimiento y reflexión de la sociedad sobre sí misma y su actuar, al 
mismo tiempo que como espacio de construcción de garantías frente al actuar del 
Estado y de otros en el sentido de aquello que se administra y sobre la manera 
como se administra, entendido en el impacto y el imaginario que esta 
administración genera. 
Comprendido lo anterior, las veedurías son un mecanismo democrático de 
representación de la ciudadanía o de las organizaciones comunitarias, que permite 
vigilar la gestión pública de autoridades y entidades estatales o privadas, o de 
organizaciones no gubernamentales, en ámbitos, aspectos y niveles en los que se 
 empleen recursos públicos. ( Congreso Nacional de la Republica de Colombia, 
2003) 
En Colombia, la sociedad civil se ha convertido en los últimos años en uno de los 
más importantes referentes, la fuerza de su aparición  responde a la necesidad de 
reacción a la existencia de un Estado cargado de pesados lastres, y que es 
ineficiente a la hora de cumplir su función como defensor de lo público,  al mismo 
tiempo que por la aparición de un discurso a nivel global que da prioridad a la 
participación de la sociedad civil en el manejo de lo público y que la alienta a 
tomar en sus propias manos muchas de las decisiones que antes estaban 
reservadas para el Estado. (Bonamusa, 2006) 
En este nuevo paradigma de desarrollo a las organizaciones de la sociedad civil 
se les otorga un papel esencial tanto en el trabajo por mejorar la calidad de vida 
de los pobladores, como en proyectos de crecimiento económico y consolidación 
de la democracia; este modelo, en otras palabras, abandona el paradigma Estado-
céntrico y convierte a la sociedad civil en el interlocutor por excelencia de las 
políticas gubernamentales, buscando así tanto una responsabilidad más profunda 
de las organizaciones de la sociedad civil con el desarrollo de sus comunidades, 
como la participación de éstas en la formulación de políticas públicas adecuadas 
para las necesidades de la sociedad.  
Atendiendo lo anterior, se ha dado un ambiente interno favorable a esta tendencia 
gracias a las transformaciones introducidas por la Constitución de 1991, no sólo 
en la reglamentación misma, sino en el régimen político y el imaginario colectivo 
colombiano,  los artículos 103 y 270 de la Constitución Política Nacional brindan al 
pueblo la oportunidad del ejercicio de su soberanía participando o contribuyendo 
en organizaciones y asociaciones con el objetivo de participar en el control y 
ejercer mecanismos de vigilancia para la gestión pública. 
Dichos mecanismos de vigilancia, pretenden equilibrar la relación entre ciudadanía 
y Estado, proponiendo la necesidad de democratizar el Estado y de orientar la 
acción gubernamental y la acción política al interés público, la veeduría constituye 
 uno de estos mecanismos de vigilancia que complementados con otros como la 
consulta previa o el referendo, pretenden generar confianza entre el Estado y la 
ciudadanía. 
En atención al proceso de consolidación de este ejercicio; el Congreso de la 
Republica mediante la ley 134 de 1994 en el artículo 100; establece la posibilidad 
de que las organizaciones civiles constituyan  veedurías ciudadanas o juntas de 
vigilancia a nivel nacional y en todos los niveles territoriales con el fin de vigilar la 
gestión pública, los resultados de las mismas y la prestación de los servicios 
públicos; un proceso que posteriormente durante los años 98 y 99 normatizó las 
veedurías ciudadanas, concluyendo en la ley 563 del 2000.5 
En la actualidad,  las veedurías ciudadanas están reglamentadas a través de la  
ley 850 de 2003,  la cual reglamenta y  dicta las bases para implementar las 
veedurías ciudadanas, quienes las pueden llevar a cabo, los requisitos que deben 
cumplir, el procedimiento correcto para iniciarlas, el ámbito en el que tienen 
injerencia, los objetivos que persiguen, sus principios, la forma de financiación de 
las mismas y las funciones que desempeñan como mecanismos de control y 
vigilancia frente a lo publico. 
Con fundamento en la anterior ley, las veedurías pueden denunciar ante la 
autoridades el accionar, actuar y omisiones de los funcionarios públicos; participar 
y convocar actos públicos que contemple la ley, incentivar planes de desarrollo o  
programas para la participación ciudadana, promover la formación de 
asociaciones que representen los intereses ciudadanos  y finalmente aplicar 
instrumentos de control social para garantizar la transparencia en la ejecución 
pública. 
Así pues, la vigilancia se ejerce en el país a nivel nacional, departamental y  
municipal sobre la gestión pública y sus resultados, destacando que la vigilancia 
de la gestión pública no solo se refiere a una prestación de un servicio o una 
                                                          
5 Seguidamente esta fue declarada  inexequible  mediante la sentencia C-1338 del 2000 a causa de la falta 
del trámite estatutario  por  parte del congreso de la república. 
 función pública sino también a todas las actividades que el estado desarrolle con 
el fin de generar bienestar a los ciudadanos. 
Al respecto, el artículo 4 de la ley 850 de 2003, afirma que las veedurías 
ciudadanas deberán vigilar,  la correcta aplicación de los recursos públicos6 y la 
forma como estos se asignen de acuerdo a la ley y lo planeado, la cobertura 
efectiva de beneficiarios conforme a la ley y los planes, la calidad, oportunidad y 
efectividad de la intervención y contratación pública; así como la diligencia de las 
autoridades en garantizar los objetivos del estado  
Es importante resaltar que todos los  colombianos  tienen derecho a participar o 
proponer una  veeduría  ciudadana,  estas pueden estar establecidas 
principalmente por iniciativa de los ciudadanos interesados en la función 
administrativa7        o           por      las organizaciones   civiles  creadas  de 
acuerdo a la ley para la vigilancia de la gestión pública; el procedimiento de 
constitución de la veeduría  se hace  mediante   grupos, organizaciones  
comunitarias, juveniles,  profesionales, sindicales no gubernamentales; los 
ciudadanos pueden elegir democráticamente los veedores.  
Como objetivos básicos de este proceso civil, se denota; la oportunidad de 
fortalecer los mecanismos de control contra la corrupción en la gestión pública y la 
contratación estatal, al mismo tiempo que fortalecen  los procesos de participación 
ciudadana y comunitaria en la toma de decisiones, en la gestión de los asuntos 
que les atañen y en el seguimiento y control de los proyectos de inversión; 
apoyando las labores de las personerías municipales en la promoción y 
fortalecimiento de los procesos de participación ciudadana y comunitaria y velando  
por los intereses comunitarios beneficiarios de la acción pública., garantizando el  
                                                          
6 .  Para que se pueda dar el control por parte de los ciudadanos con una veeduría es necesario 
principalmente validar si la entidad  a vigilar tiene capital de recursos públicos y si cumplen labores 
administrativas públicas. 
7 En congruencia con la ley 489 de 1998, articulo 39 “la administración publica se integrara por los 
organismos que conforman la rama ejecutiva del poder público y por todos los demás organismos  y 
entidades    de naturaleza   pública que de manera permanente  tienen a su cargo el ejercicio de las 
actividades y funciones  administrativas  o la prestación de servicios  públicos  a cargo  del estado   
Colombiano”; las actividades publicas comprenden el conjunto de tareas desempeñadas por las autoridades 
públicas y por algunos particulares autorizados por el Estado para cumplir con actuaciones públicas. 
 el cumplimiento de los principios constitucionales que rigen la función pública, a 
partir de la relación entre los particulares y la administración como mecanismo 
evitar abusos de poder y  parcialidad excluyente de los gobernantes, 
democratizando la administración pública. 
Entendido lo anterior, las responsabilidades sobre lo público dejan de ser 
exclusivamente estatales, desplazándose hacia un espacio común en el cual 
también la sociedad civil asume una influencia directa, así, la responsabilidad 
social se convierte en sinónimo de las responsabilidades públicas, las veedurías 
como mecanismo particular de interrelación entre los actores de una democracia 
es lo que hace que lo público pueda interpretarse como la vigencia plena del 
Estado Social de Derecho, el predominio de la legalidad y del orden jurídico, 
entendido como reglas de juego construidas de manera colectiva. (Bonamusa, 
2006) 
Visto así, las veedurías ciudadanas contribuyen a la generación de una ética 
pública y la orientación del cambio social en una perspectiva en que prevalezca el 
interés colectivo sobre el particular, la planeación participativa del desarrollo y la 
transparencia en la toma decisiones, constituyendo estos elementos centrales de 
la estrategia de desarrollo donde prima el interés público. 
 
2. EL CONTROL SOCIAL COMO RESULTANTE DE LA VIGILANCIA EJERCIDA 
POR LAS VEEDURIAS 
 
La ampliación de espacios y modalidades para la participación de los colombianos 
es un proceso que avanza involucrando tanto a la población como a los 
organismos públicos, uno de estos espacios de participación ciudadana en el 
manejo de lo público es el de control social a la gestión; el cual  propone la 
participación inmediata de la sociedad en el control del Estado, como una forma 
 de participación directa que complementa la democracia representativa 8 . 
(Ministerio del Interior y de Justicia, 2006) 
La segunda parte de este documento, expone la dinámica del control social como 
resultante de la vigilancia que se ejerce a nivel del sector publico a través de las 
veedurías ciudadanas, se entiende que  el  control social contribuye al 
fortalecimiento de la democracia, abre espacios a temas prioritarios de las 
comunidades y dinamiza las relaciones entre los ciudadanos y el Estado y en tanto 
contribución es importante su análisis. 
Por mandato constitucional, los colombianos tienen el derecho de controlar y 
evaluar la gestión pública, es decir, de juzgar y de valorar si lo realizado por la 
administración corresponde a lo programado y responde a las necesidades y 
derechos de las personas; al controlar la gestión se valora lo que hace la alcaldía, 
el puesto de salud, el hospital, el ministerio, la secretaría de educación, el 
Bienestar Familiar y el Seguro Social, entre muchos otros organismos públicos. 
Frente a la administración pública, esta se refiere tanto a la rama ejecutiva en sus 
órdenes nacional, departamental, municipal y distrital, como a las otras ramas y 
organismos del Estado, cuando ejecutan actos que por su naturaleza son 
administrativos 9 ; la administración pública representa al Estado a través de 
organizaciones que cuentan con unos recursos y con personas que ejecutan las 
acciones para dar cumplimiento a los derechos que tienen los ciudadanos.  
En Colombia, el termino antes referenciado  se define orgánicamente en el artículo 
39 de la Ley 489 de 1998: “La Administración Pública se integra por los 
organismos que conforman la Rama  Ejecutiva10 del Poder Público y por todos los 
demás organismos y entidades de naturaleza pública que de manera permanente 
                                                          
8 El principio de democratización el cual está respaldado en el artículo 7 de la ley 850 de 2003 promulga que 
deben obrar de forma democrática y participativa dentro de la organización; que sus integrantes tengan 
derechos y ejerzan obligaciones que permitan la toma de decisiones de la manera consensuada. 
9 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Radicación  No. 792. Referencia: Alcances del concepto  
Administración Pública. Ámbito de cobertura del decreto 2150 de 1995. Santa Fe de Bogotá, 8 de marzo de 
1996 
10 La rama ejecutiva del poder público es el órgano encargado de ejecutar acciones para dar cumplimiento a 
los derechos y deberes ciudadanos. La rama ejecutiva tiene dos órdenes: el nacional y el territorial. 
 tienen a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la 
prestación de servicios públicos del Estado  Colombiano”. 
Por su parte, la gestión se refiere al desarrollo de los hechos y lo público, se 
refiere a lo que es común, a lo que es de todos y para todos. De tal forma que 
gestión pública es el desarrollo de los hechos que afectan lo que pertenece a un 
pueblo. (Garzón, 2001) 
La gestión pública tiene como propósito realizar los derechos públicos 
consagrados en la Constitución; es decir la atención de necesidades y la solución 
de problemas de las comunidades, mediante la generación de bienes y la 
prestación de servicios; se puede ver también como el conjunto de actividades en 
la cual participan tanto los organismos públicos como los ciudadanos, las 
organizaciones sociales y los particulares, en desarrollo de  los fines del Estado 
democrático. (Ministerio del Interior y de Justicia, 2006). 
La gestión en lo público, abarca también, toda la actividad del Estado desarrollada 
por las distintas ramas y entidades públicas, empresas privadas, organizaciones 
sociales y no gubernamentales 11 ; incluye los servicios sociales, programas, 
proyectos y contratos que se ejecutan total o parcialmente con recursos públicos12.  
Para hacer gestión, las entidades públicas toman decisiones y utilizan recursos 
públicos, que son el conjunto de bienes del país y de aportes que hacen los 
ciudadanos o  que adquiere el Estado a través de impuestos, donaciones o 
préstamos. Estos recursos  también incluyen a los servidores públicos. (Garzón, 
2001) 
                                                          
11 Al respecto, la  Corte Constitucional en  la sentencia C-166/95  sostuvo que: ‘‘ La presencia de  
organizaciones de naturaleza privada en la realización de actividades  administrativas, de las cuales el Estado  
es titular originario,  doctrinariamente es  concebida como una especie de la denominada  descentralización 
por  colaboración, lo que permite afirmar sin lugar a dudas, que la función  administrativa no atañe de 
manera exclusiva  al poder público sino que también incumbe a personas privadas,  aspecto este último que  
se inscribe dentro de la perspectiva, más amplia, de la participación de los administrados ‘en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación 
12 No se refiere exclusivamente a la ejecución de recursos, incluye también la toma de decisiones  sobre qué 
hacer con esos recursos (planeación), así como el control y evaluación de las actividades desarrolladas para 
lograr dichos propósitos. 
 Gestión pública es entonces;  el conjunto de actividades que se desarrollan a 
través de los procesos de planeación, ejecución y evaluación con el fin de atender 
necesidades y solucionar problemas de las comunidades, mediante la generación 
de bienes y la prestación de servicios, sobre la base de metas acordadas 
democráticamente. (Ministerio del Interior y de Justicia, 2006) 
Frente al control; es el proceso en el que constantemente se verifica no sólo que 
se esté cumpliendo lo programado, sino que lo hecho se oriente a la consecución 
de los objetivos propuestos; es un proceso de aprendizaje continuo que permite 
reorientar las acciones y no se restringe al simple examen del cumplimiento de los 
procesos o procedimientos. (Bonamusa, 2006) 
Los ciudadanos en ejercicio del control social pueden acudir al control institucional 
para lograr su intervención y apoyo en el proceso de vigilancia a la gestión pública 
según su ámbito de competencia. En Colombia hay varios tipos de control a la 
gestión pública. 
En lo externo; el control fiscal vigila el manejo de los dineros y bienes de la nación, 
a través del control financiero, de gestión y de resultados, es ejercido por la 
Contraloría General de la  República y las contralorías regionales; dicho control se 
complementa con el control disciplinario, el cual revisa y evalua la conducta de los 
servidores públicos o funcionarios del Estado, es ejercido por la Procuraduría 
General de la Nación y  las Personerías Municipales y Distritales. 
En el ámbito interno, el control interno es el ejercicio que cada entidad hace sobre 
sí misma con el fin de verificar que la misión de la institución se cumpla mediante 
la aplicación de  procesos adecuados de planeación y gestión13. (Lizcano, 2010) 
En lo social; se aplica la participación ciudadana para influir en la gestión pública, 
regularla y orientarla hacia el cumplimiento de los fines sociales del Estado, se 
                                                          
13 Las Superintendencias Nacionales; controlan, inspeccionan y  vigilan la prestación de un servicio o 
actividad, bien sea por parte de funcionarios o de particulares. 
 hace mediante mecanismos como las veedurías14, los comités de participación y 
las juntas de vigilancia, estos organismo hacen observaciones, sugerencias y 
denuncias acerca de la gestión publica. 
Frente a este ultimo control, el control social,  es una forma de participación 
ciudadana que permite a los individuos y a las organizaciones de la sociedad 
influir en las condiciones de modo, tiempo y lugar como se desarrolla la gestión 
pública; es decir, orientar, corregir, rectificar las decisiones, la administración y 
manejo de recursos, el tiempo y lugar de realización de servicios y programas del 
Estado, todo ello con el fin de contribuir al logro de los objetivos propuestos, la 
eficiente y transparente utilización de recursos, la prestación equitativa de los 
servicios y el cumplimiento de los fines sociales del Estado. (Ministerio del Interior 
y de Justicia, 2006) 
El control social a la gestión pública se realiza a través de observaciones, 
sugerencias y, llegado el caso, mediante denuncias, este proceso no sólo observa 
las posibles desviaciones a los acuerdos sociales, sino el cumplimiento de los 
términos del acuerdo social, es decir, la  satisfacción de las necesidades básicas, 
la redistribución y ejercicio equilibrado del poder, los procedimientos democráticos, 
la asignación transparente de recursos, el respeto por la normatividad y el control 
de la discrecionalidad de la administración a través de decisiones visibles y 
legítimas más que legales, etcétera. 
Realizado en forma individual o colectiva, es una de las reglas que rigen las 
relaciones entre los ciudadanos y el Estado colombiano. Por ello, desde la 
Constitución Política de Colombia (artículos 2°, 3°, 103, y 270 entre otros) se 
establece que los ciudadanos podrán vigilar la gestión pública y sus resultados.  
En el artículo 103 del ordenamiento constitucional se señala que el Estado 
contribuirá a la organización, promoción y capacitación de asociaciones 
                                                          
14 La sentencia T596 de 2002 de la Corte Constitucional, sostiene que el libre ejercicio de los derechos 
políticos y de la participación ciudadana consagrados en la Constitución no depende de que exista una ley 
estatutaria para las veedurías. Y que los ciudadanos asociados para fiscalizar la gestión estatal tienen 
derecho a acceder a la información que jurídicamente es pública. 
 profesionales, cívicas,  sindicales, comunitarias, benéficas o de utilidad común no 
gubernamentales sin detrimento de su autonomía, con el objeto de que 
constituyan mecanismos democráticos de representación, en las diferentes 
instancias de participación, concertación, control y vigilancia de la gestión pública 
que se establezcan. 
De igual forma la Ley 134 de 1994, en su artículo 100 establece que las 
organizaciones civiles” podrán constituir veedurías ciudadanas o juntas de 
vigilancia a nivel nacional y en todos los niveles territoriales, con el fin de vigilar la 
gestión pública, los resultados de la misma y la prestación de los servicios 
públicos. 
Adecuadamente ejercido, el control social debe ser propositivo y proactivo, con el 
fin de contribuir a mejorar dos aspectos: la forma en que la administración pública 
suministra bienes y servicios para la satisfacción de las necesidades ciudadanas, 
y la apropiación y uso que de ellos tiene la ciudadanía. (Lizcano, 2010) 
Lo anterior significa que la administración conoce, estudia y responde a las 
razones de la ciudadanía al presentar proyectos, observaciones, sugerencias, 
peticiones, demandas y denuncias sobre algunos aspectos de la gestión; mejora 
cuando es pertinente y corresponde a las necesidades de las comunidades; 
cuando es eficiente15, porque cumple las metas de sus proyectos, invirtiendo los 
recursos asignados en el plazo previsto; cuando es oportuna16 por ocurrir en el 
momento adecuado; cuando es transparente17 y comprensible para la gente y 
cuando se ajusta a las normas que la regulan. (Ministerio del Interior y de Justicia, 
2006) 
En cuanto a los mecanismos de control social, las organizaciones sociales que 
tienen como objetivo adelantar el control social se conforman de manera voluntaria 
                                                          
15 Principio de Eficacia el cual contribuye a establecer el adecuado y oportuno accionar de los veedores para 
el óptimo cumplimiento de la ley y la satisfacción de las necesidades colectivas 
16 Principio de objetividad que permite que las veedurías se guíen bajo parámetros certeros, imparciales,  y 
objetivos. 
17 El principio de transparencia debe garantizar que las acciones, procedimientos e instrumentos  incurran 
las veedurías vayan acorde a lo establecido por la ley y por las normas vigentes. 
 por personas que tienen intereses comunes y deciden unirse para actuar en aras 
de alcanzar unos objetivos, fijándose actividades, metas y resultados18. (Ministerio 
del Interior y de Justicia, 2006) 
El artículo 38 de la Constitución garantiza el derecho de libre asociación para el 
desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad, 
dando fundamento a la conformación de las organizaciones sociales. El tema de la 
organización social es abordado en otros artículos de la Carta Política y es objeto 
de algunas leyes  que se ocupan de asuntos sectoriales.  
Para el caso de las veedurías, las funciones que pueden ejecutar se limitan a 
vigilar los procesos de planeación, las asignaciones de los presupuestos en 
materia de equidad y eficacia y a vigilar los procesos de contratación bajo criterios 
legales, fiscalizar la ejecución, calidad de las obras,  y programas, revisando 
informes y dando sugerencias a los ciudadanos referidos de las obras objeto de la 
veeduría. 
Vale la pena decir que con la implementación de las veedurías se ha logrado un 
acercamiento entre las entidades publicas y la ciudadanía en general; creando 
lazos de confianza, más fuertes en unos casos, menos en otros, entre las 
autoridades locales y la población. Uno de los factores de mayor relevancia en 
estas experiencias fue la creación de espacios de deliberación pública y de 
encuentro entre los diversos actores sociales, políticos, técnicos e institucionales 
en los diferentes municipios” (Velásquez, 2003) 
Sin embargo en muchas ocasiones se presentan casos en que se inician 
veedurías sin el cumplimiento de todos sus principios y que persiguen intereses 
particulares o buscan con sus informes afectar a un ente o a una persona en 
particular “En efecto, aunque muchos veedores tienen motivaciones altruistas y 
                                                          
18 Hacia afuera, la organización social debe ejercer su derecho a informarse y a su vez, tiene el deber de 
poner al tanto de su trabajo a las entidades, organizaciones y a la comunidad, mediante informes de gestión, 
audiencias públicas o procesos de rendición de cuentas. Al participar en los espacios de consulta debe, por 
una parte, expresar claramente sus sugerencias e inquietudes y, además, escuchar las demás propuestas 
para promover la concertación. Así mismo, debe adelantar las acciones que le correspondan y hacer el 
seguimiento a las acciones definidas para o por una comunidad 
 trabajan en función de los intereses colectivos, en ocasiones la conformación de 
grupos de veedurías se hace con la intención política de ‘echar el agua sucia’ a 
funcionarios y autoridades que simpatizan con otros partidos y promover su 
destitución o castigo.( Velásquez, González, 2003). 
Por otra parte, se presenta falta de colaboración de los entes en el sentido de 
facilitar información o presentando información no fiable a los ciudadanos que 
hacen parte de las veedurías, entorpeciendo de esta forma su labor, esta falta de 
información se debe a la renuencia de las entidades a ser controladas y 
fiscalizadas, o a la falta de producción de la misma, por ejemplo a la falta de 
elaboración de presupuestos, o contabilidad de los procesos para la ejecución de 
una obra mas aun cuando la misma no representa grandes cantidades de 
inversión “existe un cierto desprecio por los análisis y los diagnósticos, por la 
producción de información. Muchos dicen que esa tarea es muy académica, 
queriendo decir que no sirve para mucho y hace perder tiempo” (Velásquez, 2003) 
En conclusión, las veedurías ciudadanas se presentan como la oportunidad de la 
ciudadanía en general para intervenir, vigilar y asegurar que los recursos públicos 
tengan la finalidad que para ellos se haya establecido, y que en el proceso de 
ejecución de obras publicas los mismos no sean utilizados en otros asuntos o 
malversados por funcionarios públicos inescrupulosos. 
Dela misma manera, las entidades publicas tienen a través de las veedurías 
ciudadanas una herramienta para demostrar que están realizando una buena labor 
en cuanto a ejecución de sus planes de desarrollo, y demostrar mediante las 
mismas una buena gestión publica, ya que las veedurías se realizan de forma 
independiente, por ciudadanos comunes y corrientes y de manera neutral, un 
informe positivo a una entidad por una buena ejecución de una obra es el mejor 
calificativo que puedan obtener como prueba ante los entes de control. 
Podemos afirmar también que el gobierno colombiano ha diseñado un buen 
método de vigilancia a sus funcionarios públicos, tarea que debido a la cantidad de 
entidades publicas y a el numero de obras y demás que se adelantan cada año 
 por las mismas es muy difícil de controlar por si mismo, por lo tanto obtener la 
ayuda en esta vigilancia por la ciudadanía, a la cual van destinadas las mejoras en 
la inversión publica y social, es un logro con múltiples beneficios, el gobierno 
recibe ayuda en su papel de ente de control y los ciudadanos adquieren el poder 
de vigilar y asegurar que se cumplan con las obras, se maximicen los recursos y 
se mejore el nivel de vida de los ciudadanos. 
Cabe anotar que el impacto que han tenido las veedurías y otros mecanismos de 
control en Colombia aunque han aumentado y realizado una labor importante, no 
han desarrollado todo su potencial debido a la falta de perfeccionar mecanismos 
para que estas sean mas efectivas. 
Además se presenta el fenómeno de que se utiliza esta herramienta como medio 
para obtener satisfacciones a necesidades individuales, y falta un verdadero 
sentido de unión para hacer las mismas de forma mas global y no centrarse en 
pequeñas veedurías para fiscalizar pequeñas obras, si no por el contrario lograr 
una fiscalización mas eficiente y cada vez a un nivel mas alto y en obras de mayor 
importancia. 
 
3. EL IMPACTO DE LAS VEEDURIAS SOBRE LA GESTION PUBLICA 
La tercera parte de este documento, analiza los resultados y efectos derivados de 
la puesta en marcha de las veedurías ciudadanas como mecanismo e instancia de 
participación ciudadana en la gestión publica, teniendo en cuenta lo referido en 
acápites anteriores y como producto de la indagación a nivel social producto de 
estudios desarrollados. 
Hablar de resultados no es otra cosa que referirse a la eficacia de las veedurías, 
es decir, a su capacidad, y la de los agentes que la practican, de producir ciertas 
consecuencias que, implícita o explícitamente, motivaron su institucionalización, 
en la medida en que la eficacia es uno de los fundamentos de la legitimidad de la 
participación, si el esfuerzo de la ciudadanía para intervenir en la escena pública 
 no produce los resultados esperados, se genera en forma inmediata un 
sentimiento de frustración entre sus agentes y beneficiarios, que les resta 
incentivos para seguir incidiendo en las decisiones de interés colectivo. 
(Bonamusa, 2006) 
Conocer el alcance de los efectos de la participación a través de las veedurías e 
identificar los factores que han favorecido o limitado su existencia constituye un 
elemento de análisis fundamental de los procesos de participación ciudadana y un 
referente fundamental para dar cierre a estas paginas. 
Como se señaló en la primera parte de este escrito, la institucionalización de las 
veedurías como mecanismos de participación ciudadana en el país fue la 
respuesta que un sector modernizante de la clase política dio a la crisis de 
confianza que padecía el sistema político colombiano y estatal colombiano; en esa 
perspectiva, a la participación se le asignaron tareas muy específicas, 
relacionadas con la recuperación de la credibilidad de los ciudadanos en el 
sistema político y la modernización de la gestión pública.  
En palabras de (Velásquez, 2003), puede decirse que había expectativas muy 
concretas con respecto a las veedurías;  en primer lugar, que permitiera un cambio 
paulatino de las relaciones entre las autoridades locales y la ciudadanía en el 
sentido de democratizar la gestión pública, permitir un mayor acceso de los 
ciudadanos a las instancias de formulación de las políticas públicas y de 
seguimiento a su ejecución y, consecuentemente, mejorar los resultados de la 
gestión.  
Así mismo, se esperaba que con las veedurías ciudadanas, se crearan 
condiciones para la transformación de las conductas de los agentes políticos y de 
la propia ciudadanía, marcadas secularmente por el clientelismo y por rasgos 
contrarios a los valores y procedimientos democrático; y que movilizara voluntades 
en torno a intereses colectivos y, de ese modo, vigorizara el tejido social, 
propiciara la creación de redes de cooperación y reforzara la confianza entre los 
 distintos sectores de la sociedad y entre éstos y el Estado, contribuyendo así a 
conformar capital social.  
Frente a lo expuesto los resultados se pueden considerar satisfactorios, en cuanto 
a democratización de la gestión pública, en el sentido de ampliar los canales de 
comunicación entre el gobierno y la ciudadanía; hay que reconocer de entrada que 
la institucionalización de la participación ciudadana cambió las coordenadas de las 
relaciones políticas en la vida municipal,  durante más de siglo y medio las 
relaciones políticas en el escenario local estaban restringidas al alcalde y al 
Concejo municipal, a partir de la institucionalización de la participación ese 
escenario se diversificó y se volvió plural al incorporar a la ciudadanía en la 
deliberación y, en algunos casos, en la toma de decisiones; sin embargo para 
muchos actores políticos esta nueva circunstancia era incómoda, dado que existía 
un tercero en discordia en la escena pública, que antes no existía y que ahora 
volvía más complejas las negociaciones y más públicas las decisiones locales. 
(Velásquez, 2003) 
Lo anterior, puede decirse fue un primer efecto democratizador de las relaciones 
políticas locales y de la gestión municipal, aún contra la resistencia de alcaldes, 
concejales y dirigentes políticos que se negaban a aceptar el papel de las 
veedurías; las cuales demostraron que la ciudadanía podía organizarse y contaba 
con instrumentos de representación distintos a los tradicionales para opinar, poner 
de presente sus iniciativas y fiscalizar el desempeño de las autoridades locales. 
Un segundo efecto esperado de la participación ciudadana en la gestión local es la 
creación de condiciones para la transformación de las conductas políticas en el 
país, frente a esto el ejercicio de la participación a través de las veedurias llevó a 
la gente a preocuparse más por los asuntos públicos, a intervenir más 
directamente en los procesos de planeación, a pensar en proyectos para su barrio, 
su vereda, su comuna, a fiscalizar el desempeño de las autoridades públicas, a 
emprender iniciativas colectivas para resolver los problemas de su entorno 
inmediato, entre otras acciones. (Velásquez, 2003) 
 Es decir, creó una cierta conciencia de lo colectivo, de la existencia de una esfera 
que trasciende los intereses particulares  y que está relacionado con los 
problemas y las soluciones compartidos; una conciencia acerca de la necesidad 
de incidir más en los espacios de toma de decisiones; una conciencia de 
cooperación y de trabajo en equipo para el logro de metas compartidas; una 
conciencia de la necesidad de establecer alianzas, redes de solidaridad y trabajo 
conjunto para enfrentar los retos del bienestar; una conciencia, como ya se anotó 
en otro lugar, de exigibilidad de derechos y de control social de la gestión pública. 
(Bonamusa, 2006) 
Un tercer impacto esperado de las veedurías ciudadanas en la gestión local es el 
fortalecimiento del tejido social, entendido como la multiplicación de las 
organizaciones y las redes de cooperación social, la articulación de esfuerzos 
sociales en torno a metas compartidas y la generación de confianza entre distintos 
sectores de la ciudadanía y en la institucionalidad democrática. 
Frente a lo anterior, puede decirse que quizá el resultado más tangible del 
ejercicio de las veedurías en la última década en Colombia ha sido movilizar 
amplias capas de población en torno a asuntos colectivos y el de multiplicar redes 
de cooperación y actitudes de confianza entre los colombianos; atendiendo esto 
es necesario mirar dos facetas de ese proceso: de un lado, el incremento 
cuantitativo del número de organizaciones sociales, de alianzas institucionales, de 
redes de muy diversa índole en todo el país, ligado de manera directa o indirecta 
al establecimiento de espacios de participación ciudadana en la vida local, de otra 
parte, el fortalecimiento cualitativo de esos nodos sociales, reflejado en la 
densificación de relaciones sociales, en la generación de redes de sociabilidad, en 
el empoderamiento de la ciudadanía para hacer sentir su voz en la esfera pública 
y, finalmente, en la creación de lazos de confianza social. (Velásquez, 2003) 
Por ultimo en cuanto al impacto de las veedurías sobre las condiciones de calidad 
de vida de la población; entender las mediaciones que existen entre estas y la 
solución de los problemas estructurales del país supone entender que como 
mecanismo de participación ciudadana no inciden directamente en la solución de 
 problemas sociales, pero sí puede contribuir a crear condiciones propicias para 
que se resuelvan, es decir el alcance de la participación en la contribución a la 
solución de los problemas antes mencionados es limitado y difícilmente puede 
sobrepasar los linderos que la propia norma le asigna al papel de los gobiernos 
locales. 
Sin embargo, puede afirmarse que las veedurias como mecanismos de 
participación ciudadana han asumido un papel significativo a través de procesos 
de concertación de políticas de desarrollo económico y de la unión de esfuerzos 
con el gobierno municipal para sacar adelante iniciativas que en el marco de la 
gestión publica local, garanticen el acceso a mejores condiciones de calidad de 
vida para la población. 
Por ultimo, hoy día puede hablarse con fundamento de la difusión de esa nueva 
gramática de las relaciones entre el Estado y la sociedad, en la cual la 
participación ciudadana ocupa un lugar central, para el caso de las veedurias 
estas no pertenecen a grupos exclusivos ni se la reserva para eventos aislados, 
sino que incide cada vez más en las conductas públicas de la ciudadanía y está 
cada vez más ligada a la solución de sus necesidades y a la posibilidad de realizar 
sus proyectos de vida.  
 
A MANERA DE CONCLUSION 
Si bien el proceso de gestión pública debe efectuarse bajo los criterios señalados 
anteriormente, se reconocen serias debilidades y deficiencias en los organismos 
públicos  para cumplir con ellos a cabalidad. Mejorar la gestión, modernizar la 
administración  pública y hacerla más capaz son los propósitos permanentes de 
los gobiernos para  superar estas deficiencias. 
Es preciso advertir que los problemas de planeación, acción y control en las 
entidades públicas aún persisten y se vuelven evidentes cuando los ciudadanos 
realizan su labor de control social. También existen actitudes de los servidores 
 públicos y trámites que dificultan los propósitos de evaluación de los ciudadanos. 
Modificar esta situación exige que la administración pública cambie. Pero ese 
cambio es lento y requiere de todas maneras que los ciudadanos hagan 
presencia, se dejen sentir y hagan valer su derecho a vigilar la gestión pública.  
La interlocución permanente entre ciudadanos y administración pública es uno de 
los caminos que permitirá aprendizajes tanto en ciudadanos como en servidores 
públicos para que esta relación, caracterizada por la tensión permanente sea cada 
vez más democrática. 
La experiencia de Colombia enfatiza la necesidad de la participación de la 
sociedad civil y la  movilización a los niveles locales frente a la corrupción y otros 
factores que demarcan la gestión publica en el país, más allá de las funciones 
punitivas, los hábitos de la vigilancia ciudadana son capaces de promover una 
cultura frente a la gestión publica totalmente distinta, que sirven como elementos 
de disuasión preventiva contra los actos de corrupción política.  
Para que esta cultura surja dentro de las comunidades es  indispensable un alto 
nivel de movilización ciudadana, las iniciativas deben buscar elevar la conciencia 
local sobre el derecho de los ciudadanos a colocar las demandas de transparencia 
y rendición de cuentas a los líderes locales, promoviendo prácticas de 
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